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En muchos países del mundo, una de las conse-
cuencias negativas más devastadoras de la “guerra 
contra las drogas” ha sido la rápida expansión de la 
población carcelaria debido al encarcelamiento de in-
fractores menores de las leyes de drogas. Esta ten-
dencia de encarcelamiento masivo no ha tenido un 
impacto notable en los niveles de consumo ni en el 
alcance de los mercados de drogas, los cuales, a su 
vez, continúan expandiéndose. De hecho, la evidencia 
a nivel global demuestra que la aplicación de medidas 
punitivas tiene un impacto insignificante en los nive-
les de uso de drogas,1 los cuales, en cambio, están 
determinados por una mezcla compleja de factores 
sociales, culturales y económicos.

Esta evidencia ha llevado a un apoyo creciente para 
poner fin a las sanciones penales por delitos meno-
res de drogas (despenalización) y adoptar alternati-
vas al encarcelamiento, o para citar el documento de 
resultados de la UNGASS 2016, tener más “políticas 
nacionales de sentencias proporcionales” y alternati-
vas a la “condena y el castigo”.2 Estos movimientos se 
enfocan predominantemente en ofensas menores de 
posesión, pero también han incluido ofensas meno-
res de suministro y tráfico. El apoyo a tales reformas, 
incluida la despenalización, ha procedido principal-
mente de agencias de la ONU3 como la Organización 
Mundial de la Salud (OMS),4 la Oficina de las Naciones 
Unidas contra las Drogas y el Delito (UNODC)5 y el 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos (ACNUDH).6 Además, alrededor 
de 30 países han despenalizado la posesión para uso 
personal, ya sea del cannabis o de todas las drogas.7

“No existe una correlación aparente entre la ‘dureza’ 
del enfoque de un país y la prevalencia del consumo 
de drogas en adultos”. Reporte de Comparadores In-
ternacionales, Ministerio del Interior del Reino Unido, 
2014.8

El encarcelamiento masivo de infractores de drogas 
de bajo nivel ha impuesto una gran carga de recursos 
sobre una infraestructura de justicia penal ya sobre-
cargada, y ha incurrido en costos humanos y socia- 
les mucho más amplios, que inevitablemente recaen 
desproporcionadamente en las personas más mar-
ginadas y vulnerables de la sociedad. Las profundas 
injusticias históricas combinadas con un desalentador 
análisis de las relaciones de costo-beneficio, especial-
mente en una época de crisis económica generalizada 
y de restricciones presupuestarias de políticas de aus-
teridad, están ahora impulsando una mayor presión 
pública y política para reducir la población carcelaria 
y reformar las políticas y leyes de drogas que están 
alimentando esta crisis.

Esta tendencia se manifiesta de varias maneras y, 
como veremos más adelante, entre dichas reformas, 
la excarcelación puede ser un objetivo específico o 
un subproducto. De manera muy esquemática, las 
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experiencias internacionales disponibles se pueden 
clasificar en:

A. Reformas legales para terminar con la crimi-
nalización del consumo de drogas y la posesión para 
uso personal, así como de otras ofensas de bajo nivel;

B. Reforma de las sentencias asociadas a los delitos de 
drogas, mismas que históricamente han sido despro-
porcionadas para ciertas conductas como la posesión; e 

C. Indultos a gran escala o programas de liberación 
para ciertas poblaciones de infractores menores.

Este informe describe cuatro casos de estudio donde 
se han explorado o implementado tales reformas (Cos-
ta Rica, Ecuador, Italia y México). Sin embargo, con el 
fin de comprenderlas mejor y orientar la toma de de-
cisión, dichos casos se abordan no sólo desde la des- 
cripción sino desde sus desafíos prácticos y políticos. 

Estudios de caso

Ecuador

Ecuador nunca ha tenido el nivel de producción de 
drogas ilícitas o las perturbaciones relacionadas con 
un mercado interno como muchos de sus vecinos 
latinoamericanos, y sus desafíos más recientes, como 
país de tránsito, no han sido una gran amenaza para 
su seguridad nacional. Sin embargo, Ecuador ha teni-
do históricamente una de las leyes de drogas más 
draconianas de la región.

Las leyes de Ecuador, más orientadas a la salud y es-
tablecidas en 1970, se volvieron progresivamente más 
punitivas durante los años ochenta y principios de los 
noventa bajo la presión de los Estados Unidos, de la 
infraestructura de control de drogas de las Naciones 
Unidas y de la Organización de Estados America-
nos (OEA). La ayuda militar de los Estados Unidos a  
Ecuador, por ejemplo, estuvo vinculada a acuerdos 
que establecen objetivos de cumplimiento en materia 
de decomisos y enjuiciamientos por delitos relaciona-
dos con drogas. En 1991, la Ley 108 (todavía vigente 
con algunas modificaciones) estableció un conjunto 
de estructuras independientes de vigilancia, perse-
cución, fiscalización y presupuesto para lograr el rea-
lineamiento de la aplicación de la ley, alentada por las 
diversas fuerzas geopolíticas.

Además, gran parte de dicha ley contravenía los 
principios básicos legales y constitucionales de pro-
porcionalidad e independencia judicial. Incluía, entre 
otros, una reversión efectiva de la carga de la prueba 
(es decir, los arrestados eran culpables hasta que se 
probara su inocencia); la introducción de sentencias 
mínimas obligatorias de 10 años (mismas que au-
mentaron a 12 años en 2003); y la no distinción entre 
delincuentes de bajo y alto nivel (usuarios de drogas, 
delincuentes primerizos o micro traficantes vs. nar-
cotraficantes). Todos los delitos relacionados con dro-
gas, independientemente de su naturaleza, se consi- 
deraron en el mismo nivel punitivo que el asesinato en 
primer grado, el robo a mano armada, la violación y el 
secuestro. Esto implicó sentencias duras y detención 
preventiva automática sin derecho a fianza.

La escala de la crisis de encarcelamiento provocada por la guerra contra las drogas
 
•	 En Colombia, el número de personas encarceladas por delitos relacionados con drogas casi se  

cuadriplicó en los últimos 14 años, aumentando de 6,263 personas en el año 2000 a 23,141 en 2014.
•	 En Brasil, dicha población aumentó un 320% entre 2005 y 2012, en contraste con el aumento del 51% 

que experimentó la población carcelaria general.
•	 Entre 2006 y 2014, el número de personas encarceladas por delitos relacionados con drogas en las 

cárceles federales mexicanas aumentó en un 1,200%. Mientras tanto, a nivel estatal, el 60% de los re-
clusos en centros correccionales en nueve estados del país lo estaban por delitos relacionados con el 
cannabis.9

•	 Si bien los hombres aún constituyen la mayoría de los encarcelados, en las últimas décadas las tasas 
de encarcelamiento femenino han aumentado a nivel mundial a un ritmo mucho más alto precisamente 
por los delitos de drogas; una de cada cuatro mujeres en Europa del Este está ahora encarcelada por 
delitos de drogas;10 mientras que en varios países de América del Sur, incluidos Argentina y Brasil, la cifra 
supera el 60%.

•	 En ocasiones se describe a la prisión como un entorno útil para recuperarse de los problemas relaciona-
dos con drogas, pero en realidad es todo lo contrario. Los altos niveles de consumo de drogas continúan 
en las cárceles (lo cual no sorprende, dado que las personas con dependencia a las drogas están encar-
celadas junto a narcomenudistas y traficantes), en un entorno que crea una serie de riesgos adicionales, 
incluida la iniciación en comportamientos de alto riesgo y el uso de drogas. Además, los problemas de 
salud resultantes, como las altas tasas de transmisión de VIH y hepatitis, crean cargas adicionales para 
la justicia penal y los sistemas de salud.



3

El resultado acumulativo fue que la población peniten-
ciaria ecuatoriana se duplicó en menos de dos déca-
das, con casi la mitad de todos los presos sentencia-
dos por delitos de drogas entre 1993 y 2007. Esto, 
a su vez, alimentó la sobrepoblación crónica en un 
sistema carcelario desesperadamente mal equipado 
y carente de fondos. Para 2007, había 18,000 perso-
nas encerradas en prisiones diseñadas para albergar 
7,000.11

Según un informe del Comité de la ONU contra la 
Tortura de 2005, la situación de hacinamiento en las 
cárceles era tan mala que éste “[lamentó] profunda-
mente la situación en los centros de detención, en 
particular en los centros de rehabilitación social donde 
las violaciones de derechos humanos de los prisione- 
ros son una constante. El hacinamiento, la corrupción 
y las malas condiciones materiales que prevalecen en 
los establecimientos penitenciarios, en particular la 
falta de higiene, de alimentación adecuada y de cui-
dados médicos apropiados, constituyen violaciones 
de derechos protegidos por la Convención (artículo 
11)”.12

Como ocurre con frecuencia con la guerra contra 
las drogas, fue sobre los sectores más marginados 
y vulnerables de la sociedad que cayó la mayor car-
ga negativa de las políticas punitivas y quienes, cual 
‘frutas al alcance de la mano’, llenaron las cárceles de 
Ecuador durante este período: las personas que usan 
drogas, los pobres y marginados económicamente, 
los jóvenes, las personas de grupos minoritarios y 
las mujeres. Como muestra, en 2008, entre el 65 y el 
79% de las mujeres encarceladas en el país estaban 
en prisión por cargos de drogas.13

El empeoramiento de esta crisis eventualmente a- 
limentó una mayor y más comprensiva cobertura 
mediática del fenómeno, lo cual, combinado con la 
elección del presidente Rafael Correa en noviembre 
de 2006 – sobre la base de un mandato abiertamente 
reformista – abrió una ventana de oportunidad para 
debatir e implementar reformas. En ese momento, los 
tres elementos clave de las reformas fueron:14

•	 La declaratoria de Estado de Emergencia en todo 
el sistema de justicia penal y el establecimien-
to de un sistema de defensores públicos para 
proporcionar apoyo legal a la gran cantidad de 
personas que no podían pagar los honorarios 
de los abogados, disminuyendo en gran medida 
el número de detenidos antes de su sentencia. 
Según el Ministerio de Justicia ecuatoriano, para 
2008, el 45% de los presos (6.039) no habían 
sido condenados y el 46% no tenían abogado.15 

•	 Nuevos tratados bilaterales con países lati-
noamericanos vecinos permitieron la repa- 
triación de cientos de presos extranjeros (que 
en 2004 constituían un 10% de presos hom-
bres y un 23% de mujeres, 90% de los cuales 
estaban encarcelados por delitos de drogas).16 

•	 Finalmente, un Equipo de Trabajo Constitucional 
revisó el código penal, el sistema judicial y el pe- 
nitenciario (como parte de un proceso de refor-
ma constitucional más amplio) y recomendó un 
indulto nacional para los transportistas de drogas 
de bajo nivel (a veces despectivamente llamados 
‘mulas de drogas’) y los primodelincuentes que 
hubieran cumplido el 10% de sus sentencias. Esto 
fue aprobado en 2008 y 2,300 personas fueron 
liberadas mediante el indulto (y con excelentes re-
sultados, pues a partir de 2010 la reincidencia fue 
del 1%).17

Otras reformas más significativas a la ley fueron pro-
puestas. Sin embargo, no lograron salir del estanca- 
miento legislativo en el que todavía se encuentran. 
La Ley 108,18 punitiva y desproporcional, y que cons- 
tituye un factor subyacente de la crisis, sigue vigente, 
aunque en forma modificada. Además, debido a la fa- 
lla en la realización de reformas más sustanciales a la 
infraestructura legal y a la cultura de aplicación de la 
ley orientada a objetivos específicos, todavía existen 
incentivos perversos para arrestar y encarcelar.

Lo que es peor, después de haber superado el pro-
ceso inicial de reformas con buenos resultados, Ecua-
dor se embarcó en una nueva sucesión presidencial 
en la que se favoreció el endurecimiento del discur-
so público sobre drogas como estrategia electoral. El 
resultado fue un aumento en las condenas para los 
microtraficantes y una disminución de los umbrales de 
posesión para uso personal que amenazan con de-
volver al país a la situación de hacinamiento peniten-
ciario de la que originalmente quiso salir.

Cabe mencionar que este retroceso estuvo impulsado 
por la creciente preocupación pública sobre el uso de 
heroína. Misma que en lugar de ser abordada desde 
la salud pública, quiso ser mitigada con la tradicional 
respuesta de mano dura, lo que derivó en el retorno 
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de la retórica populista de ‘tolerancia cero’ y una le- 
gislación más estricta (el umbral de posesión personal 
de heroína se ha reducido de 1g a 0.1g).

Costa Rica

Al igual que Ecuador, Costa Rica históricamente ha 
tratado con dureza a los infractores de drogas. Los 
delitos de producción, suministro y tráfico se consi- 
deran crímenes graves que se castigan con penas 
mínimas obligatorias de 8 a 20 años de prisión, sin 
tomar en consideración la naturaleza del delito come-
tido ni circunstancias atenuantes. El resultado ha sido 
la creación de problemas similares de exceso de en-
carcelamiento, particularmente de poblaciones mar-
ginadas, pobres y vulnerables.

En 2012, el 65% de las 780 mujeres en la cárcel de 
mujeres el “Buen Pastor” fueron condenadas por de- 
litos de drogas, de las cuales, el 23.5% (120) fueron 
encarceladas específicamente por contrabandear 
drogas a las cárceles de hombres y eran delincuentes 
primerizas. La mayoría eran jefas de familia, vivían en 
pobreza, tenían poca o ninguna escolaridad y eran res- 
ponsables de uno o más niños. Ese mismo año, una 
coalición de organizaciones políticas y no guberna-
mentales presentó a la Comisión de Seguridad y Trá- 
fico de Drogas de la Asamblea Legislativa un proyecto 
para reformar la ley que buscaba introducir ‘propor-
cionalidad y especificidad de género’. Su objetivo era 
específicamente disminuir las penas de prisión para 
las mujeres vulnerables atrapadas transportando dro-
gas a las cárceles de hombres.

La reforma fue guiada e inspirada por las “Reglas para 
el tratamiento de las mujeres presas y las medidas no 
privativas de libertad para las mujeres delincuentes”19 
de la Asamblea General de la ONU (conocidas como 
las “Reglas de Bangkok”). Éstas reconocen que:  
“varias mujeres delincuentes no representan un ries-
go para la sociedad y, como ocurre con todos los 
delincuentes, su encarcelamiento puede dificultar su  
reinserción social”. Más específicamente, la Regla 61 
establece que: “al condenar a mujeres delincuentes, 

los tribunales tendrán la facultad de considerar fac-
tores atenuantes como la falta de antecedentes pe-
nales y la relativa falta de gravedad y naturaleza de la 
conducta delictiva, a la luz de las responsabilidades 
de cuidado de las mujeres y sus antecedentes típi-
cos” y el Artículo 57 especifica concretamente que 
“se desarrollarán opciones específicas de género para 
diversas medidas y alternativas de prisión preventi-
va y sentencia [...] teniendo en cuenta la historia de 
victimización de muchas mujeres delincuentes y sus 
responsabilidades de cuidado”. Estas reglas tam-
bién han sido respaldadas en la Sesión Especial de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas de 2016 
sobre el problema mundial de las drogas.20

Como consecuencia de este esfuerzo, se añadió un 
subpárrafo al artículo 77 de la Ley 820421 que redujo 
la pena para la introducción de drogas en las cárceles 
de entre 8 a 20 años, según la ley original, a entre 3 
a 8 años. Asimismo, introdujo la posibilidad de aplicar 
sentencias alternativas no privativas de la de libertad 
para mujeres que cumplieran con los siguientes crite-
rios:

•	 Estar en situación de pobreza; 

•	 Ser la cabeza de una familia en condiciones de 
vulnerabilidad; 

•	 Ser responsable de menores, adultos mayores o 
personas con cualquier tipo de discapacidad que 
justifique dependencia a su cuidador; 

•	 Ser una adulta mayor en condiciones de vulnera-
bilidad.

Después de un largo debate, el proyecto de ley se 
aprobó en julio de 2013,22 con el apoyo de todos los 
partidos y, una vez promulgada, las mujeres encar-
celadas por introducir drogas en la cárcel fueron li- 
beradas gradualmente (lo que ayudó directamente 
a resolver los problemas de hacinamiento en la 
prisión para mujeres del “Buen Pastor”). Muchas de 
las mujeres liberadas fueron invitadas a participar 
en un innovador programa de apoyo social, la “Red  
Interinstitucional”, que busca corregir las violaciones 
de los derechos humanos que ocurren dentro del sis-
tema de justicia penal y hasta el momento los resulta-
dos son bastante exitosos. De acuerdo con la Defen-
sa Pública de Costa Rica, hasta octubre de 2016, 231 
mujeres habían participado en la red, entre las cuales 
sumaban 245 menores a su cargo.23

México

A diferencia de Ecuador, México está indudablemente 
en primera línea de fuego en la guerra contra las dro-
gas, como un importante país de tránsito de cocaí-
na del Cono Sur hacia América del Norte y Europa, y 
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como un importante productor de heroína, metanfe-
tamina y cannabis, particularmente para el mercado 
estadounidense. Durante la última década, presiones 
políticas para fortalecer progresivamente las respues-
tas punitivas al fenómeno alimentaron otros desafíos 
como la violencia y la corrupción, y pusieron una 
enorme presión extra sobre un sistema penitenciario y 
de justicia penal ya sobrecargado.

Los datos disponibles indican que en 2014 alrededor 
de 1,003,380 personas fueron encarceladas a nivel 
federal, de las cuales 410,758 (41%) fueron por deli-
tos relacionados con drogas. De ellas, una mayoría de 
307,133 (el 75% de los delitos relacionados con las 
drogas) fueron encarceladas por posesión o consumo 
de drogas24 –aunque, según la ley mexicana, el uso 
de drogas no es castigado con cárcel. Estas estadísti-
cas muestran que, lejos de apuntar a los delincuentes 
más peligrosos, la aplicación de la política de drogas 
criminaliza principalmente a las personas que las con-
sumen y está causando directamente el hacinamien-
to en las cárceles. Sin embargo, hay poca o ninguna 
evidencia de que los mercados ilegales de drogas se 
vean afectados (más allá del “éxito” marginal, localiza-
do y temporal) o de que el consumo de drogas se vea 
disuadido significativamente.

Irónicamente, esta situación empeoró a medida que 
se adoptaron importantes cambios legislativos su-
puestamente diseñados para despenalizar el consu-
mo de drogas y la posesión a pequeña escala para 
uso personal. La llamada “Ley de narcomenudeo”, in-
troducida en 2009 como parte de la desastrosa cam-
paña de guerra contra el narcotráfico del presidente 
Calderón, permitió a los gobiernos estatales perseguir 
algunos delitos relacionados con drogas previamente 
reservados a las autoridades federales.

La ley introdujo un sistema de umbrales que, en lugar 
de facilitar que los jueces despenalizaran efectiva-
mente el uso y la posesión para uso personal, per-
mitió a las autoridades estatales participar y aumentar 
dramáticamente los arrestos y el encarcelamiento por 
delitos menores de drogas. Bajo el nuevo marco legal, 
los individuos podían ser arrestados y encarcelados 
por la policía estatal y los fiscales estatales cuando 
se les aprehendiera en posesión de una cantidad de 
drogas que, excediendo la “dosis máxima para uso 
personal” (5 gramos en el caso del cannabis), per-
maneciese por debajo del umbral calculado para el 
“tráfico a gran escala” (establecido en 1000 veces el 
umbral de uso personal más bajo).

El efecto de tal cambio legislativo, intencional o no, 
fue ampliar dramáticamente el alcance de la represión 
antidrogas, incrementando el número de delitos dura-
mente castigados e intensificando los enjuiciamientos 
y encarcelamientos a nivel estatal –aunque distribui-

dos de manera desigual entre y dentro de los propios 
estados.

Como parte de un esfuerzo para abordar la despro-
porcionalidad del encarcelamiento por delitos no vio-
lentos relacionados con drogas, así como la sobrecar-
ga del sistema de justicia penal y de las prisiones, el 
Senado mexicano propuso una iniciativa de excarce- 
lación que potencialmente liberaría a miles de delin-
cuentes no violentos sentenciados por posesión sim-
ple de cannabis. El breve proyecto de ley,25 con solo 
nueve artículos, propuso liberar a todos los condena-
dos por posesión simple de menos de 50 gramos de 
cannabis, siempre que el delito de drogas no estuviera 
asociado con ningún otro delito o comportamiento vio- 
lento.26

Desafortunadamente, a pesar de las buenas inten-
ciones del proyecto y del impulso político inicial, va- 
rias preocupaciones prácticas, combinadas con pre-
siones políticas más amplias (no relacionadas) y la 
propia agenda parlamentaria, dieron como resultado 
que el proyecto de ley, aunque técnicamente vivo, ac-
tualmente esté estancado en el purgatorio del Senado 
y su futuro sea incierto.

Paralelamente a esta iniciativa, el 16 de junio de 2016, 
el Congreso Mexicano publicó la Ley Nacional de Eje-
cución Penal27 en un intento de armonizar el funcio- 
namiento del sistema de justicia penal del país dada la 
reciente transición de México del sistema inquisitorial 
al sistema adversarial. Sorprendentemente, la ley es-
tablecía el excarcelamiento de todos los condenados 
por posesión simple de pequeñas cantidades de ca- 
nnabis cuando no había habido violencia o la comisión 
de otro delito.

Bajo la nueva legislación, el proceso de excarcelación 
podría ser iniciado por el Fiscal General federal o es-
tatal, por jueces o por los mismos individuos encarce-
lados. A pesar de que esa previsión proporcionó una 
enorme oportunidad para que las prisiones conges-
tionadas de México liberaran a miles de personas, el 
beneficio de la libertad anticipada de esta nueva ley, 
hasta ahora, sólo se ha aplicado en 38 casos.

Es importante mencionar que, en comparación con 
Ecuador o Costa Rica, el desafío clave de la imple-
mentación en México no es la falta de legislación (que 
permita la excarcelación) sino la falta de datos ade-
cuados que permitan a las autoridades estatales y 
federales saber exactamente cuántos presos fueron 
encarcelados por posesión simple de cannabis y 
pueden ser liberados.

La falta de información precisa sobre el delito espe-
cífico del que se acusa a las personas cuando son 
arrestadas por delitos de drogas (ya sea por simple 
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posesión, tráfico, transporte o cultivo) muestra que la 
aplicación de la ley en materia de drogas en México 
aún no distingue entre los diferentes niveles de par- 
ticipación en la economía ilícita28 y que la severidad 
de sus leyes de drogas (que permite la detención pre-
ventiva en la mayoría de los casos) crea incentivos 
perversos para construir deficientemente los expe- 
dientes y los sistemas de informes. Esto refleja que, 
en muchos casos, los arrestos por posesión de  
cannabis en pequeña escala continúan siendo  
utilizados como una suerte de demostración de que 
se aplica la ley, un problema que aún debe abordarse, 
independientemente de qué tan bien o mal se haya 
implementado el beneficio de la excarcelación.

Italia

La legislación italiana que data de 1990 (y que fue 
modificada por un referéndum en 1993) despenalizó 
la posesión personal y el uso de pequeñas cantidades 
de drogas. En 2006, esta ley fue anulada por una 
nueva legislación (la llamada ‘Ley Fini Giovanardi’) que 
en 2014 fue declarada inconstitucional por la Corte  
Constitucional italiana, restableciendo la ley de 1990.

La controversia constitucional fue presentada por la 
Società della Ragione, una ONG italiana que trabaja 
en el campo de la justicia y los derechos humanos, 
y posteriormente recibió el apoyo de muchas otras 
ONG, juristas, jueces y académicos. La legislación 
de 2006 fue criticada por no cumplir con los estrictos 
requisitos constitucionales de Italia, habiéndose intro-
ducido furtivamente como un sólo artículo en una ley 
por decreto sobre un tema distinto (la financiación de 
los Juegos Olímpicos de Turín de 2006). También se 
argumentó que la actualización de las penas para el 
cannabis (elevadas para hacerlas coincidir con aque-
llas para la heroína y la cocaína) violaba los principios 
constitucionales de proporcionalidad.

Si bien la ley de 2006 había sido un factor clave para la 
creciente población penitenciaria de Italia, su derribo 
por parte del Tribunal Constitucional significó, no sólo 
que en el futuro no se criminalizaría y encarcelaría a 
infractores menores, sino que hasta 12,000 individuos 
sentenciados bajo la ley podrían estar sujetos a la re-
visión de sus casos y su eventual excarcelación.

El problema en este caso fue que, a falta de un me-
canismo formal para acelerar el examen de esos ca-
sos, y en ausencia de una amnistía más generalizada, 
muchos reclusos no conocían los avances jurídicos 
en la materia ni tenían acceso a asistencia legal para 
facilitar la revisión de su caso y su puesta en libertad. 
Muchos, por lo tanto, permanecen en prisión innece-
sariamente. Sin embargo, los datos muestran que el 
número de prisioneros por delitos relacionados con 
drogas se redujo ya de 18,200 en 2013 a 12,300 dos 

años después de que la ley cambiara, reflejando tanto  
la reducción de arrestos por delitos relacionados con 
drogas como la aplicación de penas más cortas y  
liberaciones en apelación.29

Conclusiones

Hay diferentes dinámicas que impulsan la creciente 
tendencia hacia la excarcelación en todo el mundo.  
Una agenda más amplia para reformar las leyes  
ineficaces y que fracasan en materia de drogas está 
siendo impulsada en algunos casos, mientras que, en 
otros, la necesidad de abordar la injusticia, las sen-
tencias desproporcionadas y el hacinamiento en las 
cárceles está marcando el camino. El indulto de 1,324 
personas que cumplieron largas condenas de prisión 
por delitos menores relacionados con el narcotráfico 
por parte del presidente Obama de Estados Unidos, 
mientras se preparaba para dejar el cargo, fue un 
ejemplo dramático y más reciente. En la mayoría de 
los casos, sin embargo, la reforma está siendo im-
pulsadas por una combinación de ambas dinámicas, 
lo que, a pesar de ser un proceso bienvenido y abru-
madoramente positivo, no deja de tener peligros. Y 
las lecciones aprendidas de tales procesos en todo el 
mundo resaltan algunos de los riesgos.

Tal vez la lección más importante es que cualquier in-
tento de proceso de excarcelación, ya sea por indul-
tos masivos o reformas a una ley que funciona mal, 
tendrá un impacto positivo reducido si no es parte 
de un conjunto más amplio de reformas institucio- 
nales. La excarcelación ayuda a abordar un síntoma 
del paradigma punitivo de la aplicación de la ley que 
está fallando, pero no la causa: la guerra contra las 
drogas en sí misma. Si los factores legales, culturales 
e institucionales que han creado el problema no se 
abordan de manera significativa, es probable que los 
beneficios sean marginales y transitorios.

Los ejemplos de Ecuador y México destacan este de-
safío de diferentes maneras. Ecuador, por ejemplo, 
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fracasó en su intento de abordar la cultura de arrestos 
como medida de efectividad de la política de drogas, 
o en revisar suficientemente sus leyes históricamente 
desproporcionadas e injustas. Por lo tanto, a pesar de 
algunos avances positivos, el encarcelamiento exce-
sivo por delitos menores de drogas sigue siendo un 
problema crítico. México, por el contrario, no ha sido 
capaz de darse cuenta de los beneficios de reformar 
algunas de sus leyes más desproporcionadas por la 
razón aparentemente más prosaica de los datos in-
suficientes. Esto es un reflejo de una redacción legal 
históricamente mal reflexionada, una capacidad ins- 
titucional y estructuras de presentación de informes 
inadecuadas, y tensiones entre los diferentes niveles 
de gobierno. Estos son problemas que empeoran 
debido a una burocracia insuficientemente retribuida 
y una corrupción endémica, dos problemas irónica-
mente empeorados por la guerra contra las drogas, 
que agota los recursos a favor de una aplicación mi- 
litarizada de la ley y empodera al crimen organizado.

Cualquier proceso de excarcelamiento requerirá adi-
cionalmente una capacidad institucional adecua-
da para enfrentar las consecuencias prácticas. Los 
gobiernos responsables deberían poder prever y pla- 
nificar las contingencias probables, en términos de 
provisión de servicios legales, de pruebas y otros ser-
vicios de apoyo, independientemente de si el cambio 
en la ley es resultado del proceso legislativo o el re-
sultado de un diferendo judicial en cortes. Es probable 
que los programas de excarcelamiento impulsados 
por la legislación estén mejor planificados y dotados 
de recursos, pero sean vulnerables a retrocesos políti-
cos ante el cambio en el estado de ánimo público u 
otras perturbaciones externas, como ha sucedido en 
Ecuador y México. La consolidación de un apoyo in-
tergubernamental y de los partidos para una reforma 
puede ayudar a evitar este tipo de regresión popu-
lista, particularmente si se puede atraer a los princi-
pales medios de comunicación y líderes de opinión 
pública a unirse a la causa. Un proceso gradual que 
comience con los casos menos problemáticos, como 
la liberación de mujeres delincuentes no violentas en 
Costa Rica sujetas a duras condenas obligatorias, 
puede ofrecer una estrategia política práctica.

Por último, una cuestión clave se refiere a la reinser-
ción efectiva de los liberados en sus comunidades. 
Esto requerirá una cooperación eficiente entre los or-
ganismos pertinentes y los departamentos guberna-
mentales responsables de la justicia penal, la salud 
y la política social, incluidos los asuntos relacionados 
con la vivienda y el empleo. Mientras que la excarce- 
lación puede, sin duda, ahorrar recursos actual-
mente mal dirigidos a las cárceles, también im-
plicará algunos costos a corto plazo en el apoyo  
legal y la inversión a largo plazo en la reinserción. 
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